El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ACCIÓN POPULAR / REGULACIÓN CONSTITUCIONAL Y LEGAL / SERVICIO DE INTÉRPRETE Y GUÍA INTÉRPRETE PARA PERSONAS SORDAS Y SORDO-CIEGAS / FINALIDAD.
Las acciones populares fueron consagradas en el artículo 88 de nuestra Constitución Nacional para la protección de los derechos e intereses colectivos. Esa disposición fue reglamentada mediante la Ley 472 de 1998 que las define en su artículo 2º como mecanismos para la protección de los derechos e intereses de aquella naturaleza y que se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre tales derechos e intereses, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. (…)
… el artículo 8º de la Ley 982 de 2005 indica: “Las entidades estatales de cualquier orden, incorporan paulatinamente dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio. De igual manera, lo harán las empresas prestadoras de servicios públicos, las Instituciones Prestadoras de Salud, las bibliotecas públicas, los centros de documentación e información…
El juzgado de primera instancia declaró probada la excepción de inexistencia de violación del derecho colectivo invocado en la demanda; también, que la entidad demandada no ha desconocido los derechos en ella invocados; negó el amparo reclamado y condenó en costas al accionante.

Para decidir así, se fundamentó en la inspección judicial practicada por el Juzgado Tercero Civil Municipal de Sincelejo, Sucre, comisionado para el efecto, con fundamento en la cual encontró que se está dando cumplimiento al protocolo de atención a personas con problemas de discapacidad visual y auditiva, pues existen avisos en lenguaje braille en varias de las dependencias de la entidad; se observó que para personas con discapacidad auditiva no existe persona física que los atienda; dados los avances tecnológicos se presta el servicio por medio del Centro de Relevo, por medio del MITIC, consistente en un intérprete virtual que maneja el lenguaje de señas y al que se accede con una contraseña asignada por el Ministerio al Banco y a quien el cliente le comunica lo que necesita.
El memorando de entendimiento, suscrito por el Banco accionado y el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, en el que las partes se comprometen a implementar la inclusión tecnológica para la atención de las personas con discapacidad auditiva y visual, para la accesibilidad de los productos financieros, a través del Centro de Relevo y el Software Convertic no resulta idóneo en este caso para probar el cumplimiento de la obligación de que se trata, pues no menciona la fecha en que se suscribió, su duración se pactó hasta el  30 de diciembre de 2017 y el 17 de septiembre de 2018, cuando se practicó la inspección judicial, no se constató su funcionamiento. (…)
De acuerdo con lo expuesto, puede decirse que fue errada la valoración probatoria que hizo la funcionaria de primera sede, pues contrario a la conclusión que contiene el fallo que se revisa, la parte demandada no demostró haber dado cumplimiento a las exigencias del artículo 8º de la Ley 982 de 2005, que ordena como carga para las entidades que prestan servicios públicos, entre ellas las financieras, incorporar, dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete, para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio.

Y es que el espíritu de la norma no es otro que equiparar las personas sordas y sordociegas con las que no padecen esa clase de limitaciones, fin que se logra eliminando las barreras que imponen la falta de audición y de visión, acudiendo a los mecanismos previstos por el legislador que les permita establecer canales de comunicación con su entorno, de manera tal que esa población pueda acceder en forma autónoma a los servicios que el banco demandado ofrece, para lo cual es menester que cuente con el servicio de intérprete y guía intérprete, del que carece la entidad financiera accionada.
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RESUMEN DEMANDA PRESENTADA EL 17 DE NOVIEMBRE DE 2015

HECHOS: La entidad demandada presta los servicios públicos en el inmueble ubicado en la calle 5A No. 25-227 de Sincelejo, Sucre, sin que cuente con un profesional intérprete, guía intérprete de planta y permanente, señales luminosas, sonoras y avisos visuales, necesarios para la atención de personas sordas, sordociegas o hipoacúsicas, como lo ordena el artículo 8 de la Ley 982. 

Considera lesionados los derechos colectivos consagrados en los literales m), d), i) de la Ley 472, en concordancia con la Ley 982 y los artículos 8 y 13 de la Constitución Nacional.

PRETENSIONES: Ordenar al Banco Davivienda S.A., sucursal de Sincelejo, Sucre, contrate de planta un profesional intérprete y guía intérprete para personas ciegas y sordo-ciegas y fijar señales y un aviso sobre el lugar donde serán atendidos. Además se le condene en costas.

RESPUESTA DE LA ACCIONADA: Indicó que conforme a la Ley 982 le corresponde al Estado única y exclusivamente garantizar la prestación de los servicios de intérpretes y guías de intérpretes a través de sus entidades oficiales y convenios con asociaciones. Advirtió, que la estructuración física y tecnológica con que cuenta la entidad, permite satisfacer las necesidades de los usuarios con este tipo de discapacidad, quienes son atendidos de forma prioritaria, y en convenio con el Ministerio de Tecnologías de la Información y Comunicaciones (MINTIC) y FENASCOL, a través del Centro de Relevo y Convertic (Software), acceden al “Lync para videoconferencias”, para comunicarse con el “intérprete virtual”, quien reemplaza al profesional de planta. Se opuso a las pretensiones y formuló como excepción de fondo las que denominó: “CARENCIA DE OBJETO”, “INEXISTENCIA DE LOS SUPUESTOS SUSTANCIALES PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN”, “INEXISTENCIA DE VIOLACIÓN AL DERECHO COLECTIVO INVOCADO EN LA DEMANDA E INEXISTENCIA ACTUAL DE NORMA URBANÍSTICA APLICABLE A UNA ENTIDAD DE DERECHO PRIVADO, RESPECTO DE ADECUACIÓN DE SUS OFICINAS CONFORME SE PLANTEA EN LA DEMANDA”, Y “LA GENÉRICA QUE MENCIONA EL ARTÍCULO 306 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, HOY 282 DEL C.G.P.” 

SENTENCIA: Se dictó el 13 de mayo de 2019. En ella, la señora Juez Promiscuo del Circuito de La Virginia, declaró próspera la excepción de “inexistencia al derecho colectivo invocado en la demanda”; negó el amparo al derecho colectivo de la población sorda y sordo-ciega, condenó en costas a la parte demandante; y, ordenó la inclusión del fallo en el registro de acciones populares a cargo de la Defensoría del Pueblo (Artículo 80 de la Ley 472). 
Para decidir así, consideró que el Banco Davivienda S.A., sucursal de Sincelejo-Sucre, garantiza la atención a todas aquellas personas que se encuentran en situación de discapacidad auditiva; con el trato preferencial, la colaboración y apoyo en la prestación de los servicios financieros; y a través de FENASCOL en armonía con el Centro de Relevo, prestan el servicio de “intérprete en línea”; y, para aquellos clientes que presentan disminución visual, las instalaciones de las sucursales cuentan con avisos y señales en sistema braille.
APELACIÓN: Solicita el accionante amparar la acción, se aplique el principio “iura novit curia”, el artículo 86 del Código General del Proceso y el precedente judicial de esta Corporación; se pruebe la temeridad y mala fe del apoderado judicial del banco al dilatar el trámite de la acción, revocar la sentencia y las costas, y fijarle costas. 

Lo anterior, porque al desestimar las pretensiones, se desconoce la ilegalidad de la inspección judicial, al haber comisionado a otro funcionario para su práctica (Artículo 184 del Código de Procedimiento Civil); también desconoce cómo el “intérprete en línea” atenderá a las personas con limitaciones visuales, si el Centro de Relevo está avalado por el Ministerio de Educación Nacional y la existencia de alarmas luminosas, visuales, sonoras y la señalización prevista en el artículo 15 de la Ley 982 de 2005. Igualmente, advierte que el trámite en este asunto debe prevalecer la ley especial, y solo aplica el Código General del Proceso para los aspectos no regulados en ella.
Sobre la afirmación indefinida e indeterminada en la demanda, refirió que conforme al artículo 167 del Código General del Proceso, la entidad crediticia no demostró la cesación en la conculcación de los derechos colectivos; a contrario sensu, el mandatario judicial siempre pretendió dilatar el trámite de la acción.
Por último, agrega, que según precedente de esta Sala, en diferentes decisiones, ha ordenado a las entidades bancarias, entre ellas, Davivienda, contratar de planta un intérprete profesional y guía intérprete y la fijación de señales y alarmas luminosas (Ley 982 de 2005).
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA

Procede la Sala a decidir el recurso de apelación que interpuso el demandante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, el 13 de mayo de 2019, en la acción popular que instauró el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Banco Davivienda, sucursal de Sincelejo, Sucre.

CONSIDERACIONES:

1. Están dadas las condiciones para desatar de fondo la controversia y ninguna causal de nulidad se observa que pueda invalidar lo actuado.

2. El demandante está legitimado para iniciar la presente acción popular de conformidad con el numeral 1º del artículo 12 de la Ley 472 de 1998 que autoriza iniciarla, entre otros, a toda persona natural, sin que sea necesario demostrar un interés especial diferente al de proteger los derechos colectivos.

También, lo está el banco Davivienda, sucursal del municipio de Sincelejo, Sucre, de acuerdo con el artículo 14 de la misma Ley, según el cual, la acción popular se dirigirá contra el particular, persona natural o jurídica, o la autoridad pública cuya actuación u omisión se considera que amenaza, viola o ha violado el derecho o interés colectivo y porque esa entidad fue citada como la persona jurídica que lesiona aquellos cuya protección se reclama.

3. De acuerdo con los planteamientos del impugnante, corresponde a esta Sala resolver en primer lugar si se probó en el proceso, como lo concluyó la funcionaria de primera sede, que la entidad demandada ha dado cumplimiento al artículo 8º de la Ley 982 de 2005, o si, como lo aduce el impugnante, se desconoció en la sentencia el contenido de esa ley y precedentes de este tribunal.

4. Las acciones populares fueron consagradas en el artículo 88 de nuestra Constitución Nacional para la protección de los derechos e intereses colectivos. Esa disposición fue reglamentada mediante la Ley 472 de 1998 que las define en su artículo 2º como mecanismos para la protección de los derechos e intereses de aquella naturaleza y que se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre tales derechos e intereses, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. 

El artículo 13 de la Constitución Política consagra como derecho fundamental el de la igualdad de todas las personas ante la Ley e impone como obligación a cargo del Estado, promover las condiciones para que ese derecho sea real y efectivo, así como proteger a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta.

En armonía con ese precepto, el artículo 47 de la misma Carta expresa que corresponde al Estado adelantar una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se les debe prestar la atención especializada que requieran. 

En desarrollo de esas normas superiores el legislador expidió la Ley 361 de 1997 para proteger a una población minoritaria, en condiciones de vulnerabilidad, por la cual se “establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones”; en el artículo 2º impuso como obligación al Estado garantizar y velar “porque en el ordenamiento jurídico no prevalezca discriminación sobre habitante alguno en su territorio, por circunstancias personales, económicas, físicas, fisiológicas, síquicas, sensoriales y sociales” y en el 3º dispuso que “El Estado Colombiano inspira esta Ley para la normalización social plena y la total integración de las personas con limitación…”.

Igualmente, el artículo 8º de la Ley 982 de 2005 indica: “Las entidades estatales de cualquier orden, incorporan paulatinamente dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio. De igual manera, lo harán las empresas prestadoras de servicios públicos, las Instituciones Prestadoras de Salud, las bibliotecas públicas, los centros de documentación e información y en general las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que ofrezcan servicios al público, fijando en lugar visible la información correspondiente, con plena identificación del lugar o lugares en los que podrán ser atendidas las personas sordas y sordociegas”.

De acuerdo con esa disposición, las entidades prestadoras de servicios públicos están en la obligación de proporcionar los servicios de intérprete y guía de intérprete a las personas que presenten discapacidad visual y de escucha, fijando en lugar visible la información correspondiente con identificación del lugar o lugares donde podrán ser atendidas

5. El juzgado de primera instancia declaró probada la excepción de inexistencia de violación del derecho colectivo invocado en la demanda; también, que la entidad demandada no ha desconocido los derechos en ella invocados; negó el amparo reclamado y condenó en costas al accionante.
Para decidir así, se fundamentó en la inspección judicial practicada por el Juzgado Tercero Civil Municipal de Sincelejo, Sucre, comisionado para el efecto, con fundamento en la cual encontró que se está dando cumplimiento al protocolo de atención a personas con problemas de discapacidad visual y auditiva, pues existen avisos en lenguaje braille en varias de las dependencias de la entidad; se observó que para personas con discapacidad auditiva no existe persona física que los atienda; dados los avances tecnológicos se presta el servicio por medio del Centro de Relevo, por medio del MITIC, consistente en un intérprete virtual que maneja el lenguaje de señas y al que se accede con una contraseña asignada por el Ministerio al Banco y a quien el cliente le comunica lo que necesita.
Dijo además la funcionaria de primer grado, que no obra prueba distinta a la mencionada y por ende, la parte actora no cumplió la carga de acreditar el hecho. Más adelante expresó  que del informe de la jueza  comisionada se deduce que no se violan los derechos de los ciudadanos sordos, sordociegos y ciegos, pues la entidad demandada cuenta con la tecnología suficiente para brindarles atención prioritaria, mediante la plataforma Centro de Relevo de Fenascol, en convenio con el Ministerio de Tecnologías de Información y de las Comunicaciones. Además, sustentó su decisión en sentencia del Consejo de Estado que consideró aplicable al caso.
6. A juicio de la Sala, la prueba de que se trata no demuestra lo que era menester en esta causa.
En efecto, en la inspección judicial practicada al sitio donde presta sus servicios el banco accionado: Sincelejo, Sucre, la titular del Juzgado Tercero Civil Oral Municipal de ese municipio, comisionada para el efecto, procedió a interrogar a la directora administrativa de aquella entidad, sin decretar su testimonio y sin cumplir ninguna de las formalidades que para esa clase de prueba exige el artículo 221 del CGP, de manera que las expresiones que en ese acto lanzó la citada señora no pueden ser apreciadas, pues se trata de una prueba nula de pleno derecho de acuerdo con el artículo 29 de la Constitución Nacional, en razón a que se practicó con desconocimiento del debido proceso. 
Lo único que constató la funcionaria comisionada fue: a) la presencia de cinco avisos en braille desde la entrada al banco y en las distintas áreas de servicio; b) para las personas con discapacidad auditiva, un aviso informativo sobre el Centro de Relevo “y así mismo la funcionaria que atendido (sic) la visita no mostro (sic) como funciona el acceso a ese centro”; no se pudo realizar una prueba real, porque no es posible el acceso sin una persona con discapacidad que lo requiera.

Surge de esa prueba que contrario a la conclusión a la que llegó el juzgado, lo que acredita la inspección judicial practicada es que no se ha dado cumplimiento al artículo 8 de la ley 982 de 2005, pues dentro de su programa de atención al cliente, no ha incorporado el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio. 
Los documentos aportados con el escrito por medio del cual se respondió la demanda, tampoco demuestran el cumplimiento de esa disposición. En efecto: 

a) El memorando de entendimiento, suscrito por el Banco accionado y el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, en el que las partes se comprometen a implementar la inclusión tecnológica para la atención de las personas con discapacidad auditiva y visual, para la accesibilidad de los productos financieros, a través del Centro de Relevo y el Software Convertic no resulta idóneo en este caso para probar el cumplimiento de la obligación de que se trata, pues no menciona la fecha en que se suscribió, su duración se pactó hasta el  30 de diciembre de 2017 y el 17 de septiembre de 2018, cuando se practicó la inspección judicial, no se constató su funcionamiento
.
b) Tampoco el documento que se denomina “Alianza estratégica interinstitucional, celebrada entre la Federación Nacional de Sordos de Colombia -Fenascol- y el Banco Davivenda”, cuyo objeto es aunar esfuerzos para establecer las condiciones que permitan a la última   utilizar el Servicio de Interpretación en Línea -SIEL- con el fin de que las personas sordas accedan a sus servicios, pues no hay prueba de su perfeccionamiento y vigencia; se pactó solo hasta el 31 de diciembre de 2016; además, no contiene medida alguna para proteger a las personas con discapacidad visual
. 
d) Los demás documentos aportados con el escrito de contestación a la demanda, no acreditan lo que era menester en esta causa, pues no guardan relación con lo que es objeto del proceso.
c) Tampoco el testimonio de Miladys Viviana Rodríguez Romero, Directora Administrativa de la sede del Banco accionado, pues dijo en su declaración que no cuentan con servicio de intérprete para la atención de personas con problemas visuales o auditivos; no ha tenido oportunidad de ver alguna con esa discapacidad, pero le prestarían el servicio. Explicó que cuando alguna persona con discapacidad se presenta a sus instalaciones, los asesores, cajeros, la vigilancia y ella misma, están atentos y les dan un trato preferencial, no tienen que hacer filas, “contamos en cada puesto y en la puerta principal de acceso instalado el sistema braille para las personas que son de discapacidad visual” y se les hace su acompañamiento; “si son personas sordas entonces contamos con otro ejemplo, la atención ATM que tiene los sistemas luminosos, sonoros para las personas ciegas y para las personas sordas contamos con una conexión que hacemos con FENASCOL, Federación Nacional de Sordos para conectarnos con un intérprete” que les ayuda a prestar el servicio. Al preguntársele si cuentan con señales luminosas, sonoras y avisos visibles al público para garantizar la atención de esos ciudadanos, dijo que se encontraban en los andenes y los cajeros automáticos; cuando se va a hacer una transacción el cajero habla de manera fuerte para que lo escuchen las personas ciegas “y también el sistema de luz para indicar dónde meter la tarjeta, dónde retirar el dinero y todo o lo que va a hacer, el cajero lo va indicando. Luego dijo que no han tenido la oportunidad de atender a esa clase de usuarios, que los clientes de la entidad no tienen que acercarse a la oficina, se pueden comunicar por la línea call center, hacer transacciones por celular o portátil o cable, es decir todo se puede hacer de manera virtual.
Ese testimonio confirma la ausencia de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran, en la oficina demandada, ya sea de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio, sin que los protocolos que dice aplican a las personas con discapacidad, sea lo que manda hacer la norma tantas veces citada.

7. De acuerdo con lo expuesto, puede decirse que fue errada la valoración probatoria que hizo la funcionaria de primera sede, pues contrario a la conclusión que contiene el fallo que se revisa, la parte demandada no demostró haber dado cumplimiento a las exigencias del artículo 8º de la Ley 982 de 2005, que ordena como carga para las entidades que prestan servicios públicos, entre ellas las financieras, incorporar, dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete, para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio.

Y es que el espíritu de la norma no es otro que equiparar las personas sordas y sordociegas con las que no padecen esa clase de limitaciones, fin que se logra eliminando las barreras que imponen la falta de audición y de visión, acudiendo a los mecanismos previstos por el legislador que les permita establecer canales de comunicación con su entorno, de manera tal que esa población pueda acceder en forma autónoma a los servicios que el banco demandado ofrece, para lo cual es menester que cuente con el servicio de intérprete y guía intérprete, del que carece la entidad financiera accionada.
Esta no ha adoptado las medidas previstas por la Ley para restablecer el equilibrio roto en la prestación de los servicios que ofrecen a la población de que se trata y en esas condiciones ha desconocido el derecho colectivo que tienen de acceder a ellos en forma eficiente y oportuna, de acuerdo con el literal j), artículo 4º de la Ley 472 de 1998 y ha incumplido el compromiso social para respetar el derecho a la igualdad que demandan las personas con esa discapacidad. 

8. Como para la Sala no tienen acogida los argumentos en que se sustentó el fallo que se revisa, pues contrario a lo que en él se afirmó, sí se probó la amenaza a los derechos colectivos cuya protección se solicitó, se procede entonces al análisis de las excepciones de fondo que propuso la entidad financiera accionada.

8.1 “Carencia de objeto”. Para sustentarla, en resumen, se dijo que no es cierto que la sucursal demandada se encuentra localizada en la carrera 23 No. 25-227 de Sincelejo, Sucre; por consiguiente, la omisión del factor espacial hace inviable adoptar una decisión de fondo.

Esa excepción que no está llamada a prosperar porque aunque esa fue la dirección del Banco que citó el demandante en el escrito por medio del cual se formuló la acción, posteriormente la aclaró y tuvo el juzgado como tal la calle 25 A No. 25-227 de ese municipio, en auto del 28 de noviembre de 2019 frente al cual no se interpuso ningún recurso
. 

8.2 También formuló la que denominó inexistencia de violación al derecho colectivo invocado en la demanda e inexistencia actual de norma urbanística aplicable a una entidad de derecho privado, respecto de adecuación de sus oficinas confirme se plantea en la demanda.

Para fundamentarlas, básicamente se expresó que el Banco accionado no ha incurrido en acciones u omisiones que afecten los derechos colectivos de la población sorda y sordociega; no ha lesionado  derecho alguno porque la obligación de ofrecer el servicio de intérprete y guía de intérprete está en cabeza del Estado; el artículo 8º de la Ley 982 de 2005 no le impone la obligación inmediata de contratar profesional intérprete y guía intérprete, porque los ajustes debe hacerlos paulatinamente; es inexistente una norma o un acto administrativo que obligue a las entidades públicas y privadas a la implementación o adecuación de lo pretendido en la demanda 

Agregó que conforme a lo previsto en la Ley 1346 ha venido cumpliendo con la asistencia y apoyo de las personas con discapacidad, con el memorando de entendimiento y convenio suscrito con el MINTIC, FENASCOL para que a través del Centro de Relevo, se designe un “interprete en línea” accedan a los servicios financieros.

La mayoría de los argumentos en que se sustentan las excepciones que se acaban de relacionar han sido objeto de análisis a lo largo de esta providencia y constituyen un mecanismo de defensa, en cuanto se limitan a negar la existencia de la amenaza a los derechos colectivos cuya protección se pretenda, pero del análisis probatorio hecho en esta providencia es claro, que esa amenaza sí se produce.

Basta agregar que ninguna disposición legal releva a la entidad demandada de cumplir la obligación que le impone el artículo 8º de la Ley 982 de 2005; esta fue expedida el 2 de agosto de 2005, se publicó en el Diario Oficial el 9 del mismo mes y su vigencia comenzó seis meses después de acuerdo con el artículo 47. Es decir, que para la fecha en se instauró la acción, esto es, en el año 2015, habían transcurrido más de diez años desde su entrada en vigencia, lapso suficiente para que gradualmente se hubiesen tomado las medidas del caso con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de la población que en este caso resulta digna del amparo solicitado.

9. Como ninguna de las excepciones propuestas está llamada a prosperar así se declarará. En consecuencia, se revocará la sentencia impugnada y para proteger el derecho al acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna, se ordenará a Davivienda S.A, sucursal ubicada en la calle 25 A No. 25-227 de Sincelejo, Sucre, que dentro de los dos meses siguientes a la ejecutoria de esta sentencia, incorpore dentro de su programa de atención al cliente, el servicio de profesional intérprete y guía intérprete para personas ciegas y sordociegas, de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio, fijando en lugar visible la información correspondiente con identificación del lugar o lugares donde podrán ser atendidas. 

10. Además, se ordenará instalar señales, avisos, información visual y sistemas de alarmas luminosas aptos para su reconocimiento por personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas, como lo solicitó el accionante, de acuerdo con el artículo 15 de la tan citada Ley 982 de 2005, siguiendo en tal forma el precedente de la Corte Suprema de Justicia, que en sede de tutela, contra esta misma Sala, en acción similar a la que ahora ocupa su atención, expresó que las obligaciones contenidas en esa disposición tienen como destinatarios no solamente a los establecimientos o dependencias del Estado y a los entes territoriales, sino también a todas aquellas entidades que presten servicios públicos, dentro de las cuales quedan incluidas las entidades financieras, como la que aquí fue demandada. Así dijo esa Corporación:
“(…) la inteligencia consentida de los preceptos preservados en la ley 982, en particular, los cánones 8º y 15 analizados en conjunto, permiten colegir que el deber de “contar con señalización, avisos, información visual y sistemas de alarmas luminosas aptos para su reconocimiento por personas sordas, sordosciegas e hipoacústicas” no le incumbe exclusivamente a “[t]odo establecimiento o dependencia del Estado y de los entes territoriales con acceso al publico”, sino del mismo modo a “las empresas prestadoras de servicios públicos”, entre otros”…” (Sentencia STC21658-2017 del 15 de diciembre de 2017, MP. Dr. Octavio Augusto Tejeiro Duque). 

11. También se  ordenará a la entidad accionada que de conformidad con lo previsto por el artículo 42 de la Ley 472 de 1998, en el término de cinco días, preste garantía bancaria o póliza de seguros, por la suma de $5.000.000, para garantizar el cumplimiento de la misma.
12. Se conformará un comité para la verificación del cumplimiento de la sentencia.

13. De conformidad con el numeral 4º del artículo 365 del CGP se condenará en costas, en ambas instancias, a la parte demandada, porque la sentencia que se revisa será totalmente revocada. Se liquidarán por el juzgado de primera instancia, de acuerdo con el artículo 366 del CGP, previa fijación de las agencias en derecho, que correspondan en esta sede, y se devolverá el expediente al juzgado de origen.

14. Por último, lo relacionado con el incentivo, no fue solicitado en la demanda y por ende, tampoco será objeto de pronunciamiento. (artículo 281 del CGP).

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

F A L L A :

1° REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, en la acción popular que promovió el señor Javier Elías Arias Idárraga contra Davivienda S.A., sucursal Sincelejo Sucre.
2º AMPARAR el derecho colectivo al acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna. En consecuencia, se ordena a Davivienda S.A., sucursal del municipio de Sincelejo, Sucre, ubicada en la calle 25 A No. 25-227, que dentro de los dos meses siguientes a  la ejecutoria de esta sentencia, incorpore dentro de su programa de atención al cliente, el servicio de profesional intérprete y guía intérprete para personas ciegas y sordociegas, de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio, fijando en lugar visible la información correspondiente con identificación del lugar o lugares donde podrán ser atendidas. Además, instalar señales, avisos, información visual y sistemas de alarmas luminosas aptos para su reconocimiento por personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas.
3º ORDENAR a la entidad accionada que, de conformidad con lo previsto por el artículo 42 de la Ley 472 de 1998, en el término de cinco días, preste garantía bancaria o póliza de seguros, por la suma de $5.000.000 para garantizar el cumplimiento de la misma.
4º CONFORMAR el comité para la verificación del cumplimiento de esta sentencia, integrado por el juzgado de primera instancia, las partes y el Ministerio Público.

5º Costas en ambas instancias a cargo de la parte accionada y en favor del accionante, las que serán liquidadas por el juzgado de primera instancia, de acuerdo con el artículo 366 del Código General del Proceso, previa fijación de las agencias en derecho, que correspondan en esta sede.

6º DEVOLVER expediente al juzgado de origen.

Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

Los Magistrados, 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 26 a 35 y 146 a 157 (sic), cuaderno principal.


� De la incorrecta foliatura, 77 a  86 del cuaderno principal.


� De la foliatura, 49 a 51 del cuaderno principal. 


� Folio 141 cuaderno principal.





11

